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Preocupación por escenario fiscal 
El Ministerio de Hacienda debería ratificar su compromiso con el balance estructural y aplicar los ajustes de gasto 

correspondientes para enmendar el rumbo. De lo contrario, corremos el riesgo de seguir incumpliendo las metas fiscales. 

a preocupación sobre el deve- 
nir de las finanzas públicas no 

amaina. Los recientes informes 

publicados por la Dirección de 
Presupuestos (Dipres) aumen- 

taron la inquietud sobre las proyeccio- 
nes de ingresos y el resultado esperado 
del déficit fiscal durante el 2025. 

La Dipres informó que, a junio, los 
ingresos fiscales crecieron apenas 4,3% 
anual, muy por debajo del 8,4% necesa- 

rio para cumplir la meta prevista para 

este año. Así, mientras la gran minería 
mostró un sorprendente aumento de los 
ingresos de 90,2% en los últimos 12 me- 
ses, el resto de los contribuyentes creció 
un modesto 1,5% en igual periodo. 

En paralelo, el gasto público, si bien 
redujo su expansión al 2,7%, el gasto en 

personal y bienes, junto con aquel en 
servicios, mantienen ritmos de creci- 

miento elevados -8,1% y 11,3% respec- 

tivamente-, mientras que la inversión 
pública sufrió una caída de 35,1% en 

junio, tras cinco meses de fuerte dina- 
mismo. 

Desde enero, la recaudación acu- 
mulada ha quedado sistemáticamente 
rezagada en sus proyecciones. La suma 
de los desvíos alcanza a US$ 3.300 mi- 
llones menos de lo previsto en la Ley 
de Presupuestos, desviación que ya ad- 
virtieron las agencias clasificadoras y 

analistas del mercado durante el debate 
de septiembre pasado. Para alcanzar la 
meta de recaudación tributaria, los in- 
gresos deberán crecer a dos dígitos en el 
segundo semestre, desafío que se agrava 
si se considera que los US$ 1.000 millo- 
nes extraordinarios por la repatriación 
de capitales y el impuesto sustitutivo se 

contabilizaron a fines de 2024. 
El déficit también se ha ido deterio- 

rando: de un -1,1 % del PIB proyecta- 

do el año pasado, la Dipres reajustó 
la meta a -1,6 % en febrero y, según el 

último IFP trimestral, ahora se estima 
en -1,8 %. La directora del servicio atri- 
buyó esta nueva desviación al factor 
tipo de cambio; con todo, el Ministerio 
de Hacienda debería ratificar su com- 

promiso con el balance estructural y 
aplicar los ajustes de gasto correspon- 
dientes para enmendar el rumbo. De 
lo contrario, corremos el riesgo como 

país de incumplir por tercer año con- 
secutivo las metas fiscales. 

El Consejo Fiscal Autónomo (CFA) ha 
señalado en reiteradas oportunidades 
que, para cumplir la meta de balance 
estructural, el gobierno debe elevar el 
ajuste de gasto e incorporar medidas 

administrativas y legislativas con sen- 

tido de urgencia. Cabe recordar que el 
Ministerio de Hacienda, para apoyar 
en esta tarea, convocó a principios de 

mayo a una comisión de expertos para 
realizar recomendaciones sobre posi- 

bles ajustes al gasto público. El Ejecu- 
tivo debería asumir aquellas medidas 
que generen consensos amplios y el 
Congreso comprometerse con celeridad 
a su aprobación, de modo que sean fac- 

tibles de aportar en la reducción de las 
desviaciones fiscales de la meta de ba- 
lance estructural del presente año. 

Chile arrastra un déficit estructural 

de más de quince años, agravado por la 
recaudación insuficiente de la reforma 
tributaria del segundo gobierno de la 
Presidenta Bachelet. Aunque el actual 
gobierno retiró los estímulos de gasto 
extraordinario generados durante la 
pandemia, esa medida no ha bastado 
para recuperar el equilibrio fiscal. Sin 

ajustes adicionales antes de fin de año, 
la próxima administración afrontará un 

panorama aún más complejo. 

CARTAS S 

EL SILLÓN DE DON OTTO 

SEÑOR DIRECTOR: 
En el viejo cuento del sillón de don Otto, su hija 

adolescente ha comenzado a pasar horas jun- 
to a su pololo y, para resolver el problema, don 

Otto decide vender el sillón en el cual se reú- 
nen. 

Algo muy parecido está intentando el Ejecuti- 

vo al reactivar, a través del ministro de Justicia, 

la discusión de un proyecto de ley de 2017 que, 

continuando la muy mala idea de ponerle nom- 

bre y caraalas leyes, se denomina “Ley Sayén”. 

Según una nota publicada ayer por La Ter- 
cera, este proyecto consiste en que, dadas las 

malas condiciones de habitabilidad de ciertas 

cárceles y de las trabas para que mujeres em- 
barazadas y con hijos lactantes puedan convivir 

adecuadamente en su interior, se propone li- 
mitar el uso de la prisión preventiva y condenas 

de cárcel efectiva para embarazadas y mujeres 

con hijos menores de tres años. El proyecto ya 

enfrenta muchas críticas desde el punto de vis- 

ta técnico, como por ejemplo la potencial gene- 

ración de un incentivo para que el crimen orga- 

nizado utilice mujeres con esas características, 

sabiendo que no serán privadas de libertad. 

Según la información proporcionada por el 

gobierno, el problema se presenta especial- 
mente en las regiones de Tarapacá y Metro- 

politana. Pero, si eso es así, ¿a nadie se le ha 

ocurrido que a lo mejor la solución es mejorar 

la infraestructura de esos dos centros de reclu- 

sión, para iniciar un proceso de mejoría de las 

condiciones de privación de libertad en Chile? 

Jorge Bofill 

Socio de Bofill Escobar Silva Abogados 

  

CONVIVENCIA ESCOLAR 

SEÑOR DIRECTOR: 
De acuerdo con las últimas cifras publicadas 

por este medio, las denuncias por convivencia 

escolar representan un 70% del total de de- 
nuncias durante este primer semestre del año. 

En este contexto, resulta de especial relevancia 

insistir en la necesidad de introducir mejoras 

al proyecto de convivencia escolar que actual- 

mente se discute en el Congreso y que ha sido 

objeto de amplias críticas, debido al foco equi- 

vocado con el que aborda esta problemática. 

Diversas autoridades, expertos y representan- 
tes del mundo escolar han reiterado la necesidad 

de reducir la burocracia, dotar a docentes y direc- 

tivos de herramientas efectivas y entregar más 
recursos a las comunidades. Lamentablemente, 

el proyecto hace justamente lo contrario, aumen- 

ta la carga administrativa y normativa interna, no 

entrega recursos para abordar este desafío y fi- 

nalmente, aleja aún más a profesores y directivos 

de sus tareas esenciales: fortalecer los aprendi- 

zajes, apoyar el trabajo docente y crear comuni- 

dad. A pesar de todo, aún estamos a tiempo de 
incorporar estas tan necesarias mejoras. 

Constanza Lara 
Directora Legal Acción Educar 

  

ADMISIÓN ESCOLAR 

SEÑOR DIRECTOR: 
En una reciente columna publicada en su diario 

se afirma que el SAE seguirá siendo una lotería. 

Esto simplifica un debate serio y omite avances 
concretos que hemos construido para asegurar 
que todos puedan aprender sin discriminación 

niexclusión. 

Desde su implementación, el SAE ha garanti- 

zado postulaciones en igualdad de condiciones: 

sin entrevistas, sin pruebas de admisión ni pagos 

obligatorios. Más del 70% de los estudiantes ha 

sido asignado en establecimientos de su pre- 

ferencia. Esta transformación ha sido clave para 

avanzar hacia un sistema más justo y cohesiona- 

do. La evidencia lo respalda: según un informe del 

CIAE de la Universidad de Chile, la segregación 
escolar en establecimientos subvencionados ha 

caído un 35% desde 2015. 

La adecuación que reemplaza el mecanismo 

aleatorio responde al acuerdo suscrito con el 

Congreso. Se conformó una mesa técnica trans- 

versal, se presentaron indicaciones legislativas y 

se diseñó un nuevo mecanismo de desempate 

transparente, auditable y coherente con la ley. 

Este cambio permite que el proceso continúe con 

reglas claras, dando certeza a las familias y res- 

guardando los principios que inspiran el SAE. 

En ningún caso se incorporó el mérito, ya que 
ello requiere un debate democrático en el Con- 

greso Nacional. Esa discusión está en curso, con 

voluntad del Ejecutivo para alcanzar acuerdos 

que optimicen el sistema sin retroceder en inclu- 

sión ni equidad. 

Lamentablemente, fue desde ciertos sectores 
donde se instaló la idea de la “tómbola”, sin me- 

dir las consecuencias de ese relato. Hoy más que 

nunca necesitamos responsabilidad, debates in- 

formados y políticas de Estado que amplíen dere- 

chos. Cuando garantizamos el derecho a apren- 

der de todas y todos, derribamos techos que por 

años limitaron oportunidades. 

Alejandra Arratia Martínez 
Subsecretaria de Educación 

sí de comprender que a veces la lealtad al ideario 

se puede ver trastocada por decisiones colecti- 

vas. En esos casos, la renuncia partidaria no es un 

cálculo, sino un acto de consecuencia. 

Es verdad que la reforma constitucional dice 
que el escaño no se pierde, si la renuncia se fun- 

da en un cambio sustantivo en la declaración de 

principios del partido. Pero en este caso en par- 

ticular, la DC no ha cambiado ni una coma de su 

declaración. Por tanto, no se podría invocar esta 

causal. 

Es bueno tener estos antecedentes en cuenta, al 

momento de legislar. Porque lejos de ser casos fic- 

ticios, ya están ocurriendo. Y sila norma no los con- 

templa, el riesgo no es menor: podríamos terminar 

sancionando a quienes actúan con integridad. 

Roberto Munita 

Director de Administración Pública UNAB 

  

RENUNCIAR AL PARTIDO, NO A LOS 
IDEALES 

SEÑOR DIRECTOR: 

Desde hace meses se discute en el Congreso una 
reforma al sistema político (Boletín 17253-07, 
refundido con otros) que, entre otras medidas, 

contempla la pérdida del escaño para quienes re- 

nuncien a su partido. 

La medida puede sonar razonable en abstracto, 
pero no debemos olvidar que las leyes no operan 

en el vacío, sino que se aplican a casos concretos. 

Y ahí es donde debemos poner atención. 

Hace pocos días, la DC sorprendió al apoyar pú- 

blicamente a una candidata del PC. Más allá de la 

evaluación política que uno tenga de esa decisión, 

lo relevante aquí es otra cosa: ¿qué pasa si un di- 

putado de ese partido no comparte dicha alianza? 

¿Si considera que se ha vulnerado un principio 

identitario de su colectividad? ¿Y si piensa que, 

siendo responsable con su electorado, no puede 

seguir siendo parte de esa tienda? 

Hoy, ese parlamentario puede renunciar al par- 

tido sin problemas, en coherencia con sus convic- 

ciones. Pero si la nueva norma estuviera vigente, 

perdería su escaño automáticamente. Es decir, 

quedaría atrapado entre la coherencia y la obe- 

diencia. 

No se trata de defender el transfuguismo, pero 

DIGNIDAD SIN APELLIDOS 

SEÑOR DIRECTOR: 
El 1 de agosto, este medio publicó una carta de 

la abogada Carla Fernández M., titulada “Dig- 

nidad selectiva del INDH y CPT”. En ella, con 

notable claridad jurídica, se exponen los funda- 
mentos que respaldan el proyecto de ley que 

permitiría a condenados de edad avanzada o 
con enfermedades graves cumplir sus penas 

enreclusión domiciliaria total. 

Más allá de su valor técnico, la carta repre- 
senta un llamado urgente a restaurar un debate 

que hasido distorsionado por criterios ideológi- 

cos, exigencias improcedentes y visiones par- 

Ciales de la dignidad humana. 

En tiempos donde ciertos temas son política- 

mente vetados, se agradece que existan pro- 

fesionales que —como la abogada Femández— 
se atrevan a defender principios universales, 

incluso en terreno hostil. 

Sincerar el debate, como ella propone, no es 

solo un imperativo moral. Es, además, una con- 

dición para que el Derecho vuelva a ser garantía 

de justicia, y no un instrumento de castigo se- 

lectivo. 

Christian Slater E. 
Coronel (R) del Ejército de Chile 
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